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EXP. N." 02010,2016-PA/TC
LAMBAYEQUE
D^.NMAR DEL SOCORRO ORTIZ
CARRASCO

^suN1()
Recurso de agravio constifucional intc¡pucsto por doña Danmar del Socoro Ortiz
Carrasco contra ia resolución dc fojas 175, de 28 de diciembre de 2015, expedida por la
Segunda Sala Civil de la Cofe Superior de Justicia dc Lambayeque, que declaró
jmprocedente Ia demanda de autos.

FUNDAl\{ENTOS

tsn la scntcncia cmitida cn cl Expcdiente 00987-2014-PA/TC, publicada cn el dia¡io
oltcial Ll Peruono el 29 dc agosto de 201.1, esle Tribunal estableció, cn cl
fr.¡ndamento 49, con oarácter de precedentc, quc sc expcdirá sentencia interlocutofla
dcncgato¡ja, dictada sin más trámite, cuando se prescntc alguno de los siguientes
supues¡os, quc igualn'rcnte están contenidos en el afículo 11 del Reglamento
Normativo del l'ribunal Constitucional:

a) Carczca de iundamentación la supuesta wlnc¡ación que se iúvoque.
b) La cuest!ón de Dcrccho contenida en el recurso no sea de especial

trascendeDcia constitucional.
c) La cuestión de Derecho invocada conhadiga un precedente del Tribunal

Constitucional-
d) Se haya decidido de mancra desestimatoria en casos süsta¡cialmente iguales.

ST]NTI'NCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, l5 dc octubre de 2018

2. En cl prcscntc caso, se evidencia que e1 rccurso de agravio constitucional oo está
do a una cucstión de Derecho de especial ¡rascendencia constitr¡cional. En
. el recuücnte solicita üna indemnización por despido arbitrario

diente al periodo dejado dc laborar que debe scr considerado como
trabajo efectivo- Sin cmbargo, dicha pretensión no foma parte del contc¡jdo
constitucionalmcntc p¡otegido del derecho al trabajo.

3. Bn consecuencia, sc veritica que el presente rccurso de agravio ha i¡currido e¡ l¿
causal de rechazo prcvista cn el acápite b) del fundamento 49 de la sentcncja
cmitida cn el Ilxpedienle 00987 2014-PA/TC y en el inciso b) dcl artículo Il del
Reglame¡to Normativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, corresponde
dcclarar, sin más trámite, improcedentc el ¡ccurso de agravio constitucional.
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Por estos fundamcntos, c1 Tribunal Constitucional, con la auto dad que le conñerc la
Constitución l'olitica del Peru, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera, convocado para dirimir la discordiá suscitada por el voto singulai del
magistrado Irerrero Costa,
Además, se incluye el f'undamento dc voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrc¡a.

RESUEI,VE

Dcclarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucio¡al

Publiquese y notifi quese
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FUNDAMENTo DE voTo DEL MAGISTRADo EsprNosA-sALDAñA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario añadir las siguientes consideraclones que anoto a continuación:

1. Aquí. ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio
constitucionai no eÍcuentra respaldo en el contenido corxtitucionalmente
p¡otegido de los derechos invocados por Ia parte demandante. a;;;;; 

"", ."veriñca que se ha incunido en Ia currál d" r."h-o pr.rista en et ac;piie U) aef
fundamento 49 de la senrencia emitida en el Expedient. oóS8z_:itai;ArfC yen el inciso b) del artículo l l del Reglaminto Normativo A"i 

'fiifrunul
Constitucional.

2. Sin embargo, debe tomarse en cuenta que, tal y como ha sido señalado porreiterada jurisprudencia del Tribunal, el cánteniao "o^ii,r"i"""f.*"
l:o:-e^gJ^d,: 

d-eld:rccho at rrabajo implica dos asp"ctos. El ae accede, u u, pu".,o
oe uaoaJo. por una parle y. lor otra, el derecho a no ser despedido sino por causa
Justa.

3. En relación al segundo de estos aspectos, ha quedado establecido que
únicamente deberií¡ ¡esolve¡se en sede constitucional aqr"ff", f,"i*.i"""" qr"
busquen la reposición del ¡ecuúente en su puesto de trabajo. En ese sentido,aquellas pretensiones referidas a un pedidb ina".rir"torio o qu"- ür"qr",
cuestiona¡ su monto a causa del despiclo, deberan.". ¿itr.l¿u¿^ Jri 

"t 

"oro"".o
o¡dinario labo¡al.

4. De este modo, al solicitar el recurrente una indemnización a causa de su despido,queda claro que en el presente caso 11o se advierte un incidencia negativa,directa. 
. 
concreta ) sin justilicación ,urorubl" .o¡r" 

--"i'- 
*-nt"ni¿oconsttlltctona¡mente protegido del derecho al lrabajo. por lo quc el recurso dcag¡avio constitucional deviene en improcedente ; *."¿.; 1.' 

".p""i"itrascendencia constitucional.

5. Por orro,lado. considero que Ia posición en mayoría ha incuI.rido en una omisiónal no haber respetado el formato aprobado y ratificado por el pleno del Tribunal
LOn<rrtucronar para presenrar ros sup,estos descrito§ en er parraro anrerror.
Considero que la utilización de los refirido, fo.rnu,o. r"rrl,u nJ"";;ri;, ;""", .,primer término, es obligación de este Tribunal, .".p"; ; ;;;;;;#;. .r,propios acuerdos en aras de ta delensa ¡ el ton;¡eci;ie;;; 

- 
d;-l.u- proo,,
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De otra parte.-con\ iene tcner presenre que, en el caso concreto, la utilización clelmencronado fomato permite recogcr con mayor claridarJ y rigurosidad la
aplrcacion de la causal de rechazo pre\,ista en el acápite b) del Án¿J-"ro ¿S i.
rc senrenrra emrtida cn el Fxpcdienre 00qg7-'01,l_pA l(.) cn el inciso br delartículo 1l del Reglamento Normativo dcl Tribunal C"r.tír.io"ri. ¡.i. i*.*de señalar. exprescmcr)re Ios supuesroj en los que ." .-;;;ir; ..;,;;"i,
lnlcrlo( ulortJ. de.arrull¡ los alcance. rejpecto a lo que debe cni.nder"c por qu.el recurso de agravio no esté referido i una cuestión de Derecho a" J»"Jár
trascendcncia constitucional. Solo con esas anotauiolles prerias, pue.le pasars"
lueg.r at anali.i. det caso concrero. y conrpr"n¿.r." 

".u¡"ii¿uJ'Jl";;;;í;."'-
s.

ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA 't\)/
a_ q4

T

Lo

institucionalidad.
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VO I'O SINGULAR DEI- MAGISTRADO }'ERRERO COSTA

(lon la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la pone¡cla

de mi colega magislrado, emito el presentc voto singula¡, para expresar ¡espeluosamentc

que disie¡rto del precedcnte vinculante esfablecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SINILNCIA IN'I IIRLOCUTORIA DENEGATORIA. por los lündamcntos clue a

continuacióü cxpongo:

Er,'lRrBUNAI, CoNSTITUCIONAL coNlo coRTE DE REVISIóN o F^LLo Y No DE

c^s^ctór_

La Constitución de 1979 creó ei 'lribunal de GarantÍas Conslitucionales como

instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al l¡ibunal Conslituciortal
en iiistancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez eD nuestra hislorjo
constitr¡cio¡al, dispuso la creaoión de un órgano arl froc, independiente dcl Poder

J¡.¡dicial, con la tarea de garantizar Ia supremacía constilucional y la vigencia plena

dc los de¡echos fundamentales.

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el 1'ribunal de Garantias

Constitucionales era un órgaro de control de la Constitución, que tenía jurisdicción

en todo el te¡aitorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpus

l amparos denegados por el Podcr Judicial, lo quc implicó que dicho Trihunal no

constituia una instancia habilitada para lallar en lolma deliniliva sobre la causa. Es

decil. ¡o sc pronunciaba sob¡c los hechos invocados co¡no amenaza o lesión a los

dcrcchos reco¡ocidos en ld Constitución.

3. Iln esc senticlo, la Ley 23385. Ley Orgánica del T¡ibunal de Garantias

Constitucionales, vigcnte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, quc

dicho órgano, al encontrat una resolución de[egatoia que ha violado la ley o la ha

aplicado cn forma enada o ha incr¡rrido en graves vicios proccsales en la

tlamitación y resolución de la demanda, procederá a casar la scntencia y, Iuego de

scñalar la deficicncia. devoh'e¡á los actuados a la Cofte Suprema de Justicia de la
República (rccnvío) para quc cmita nuevo l'allo siguiendo strs lineamientos,
proceditniento quc, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales

mencionados.

4. Ll modelo de lutela ante amenazas y vulne¡ación de derechos fue seriamente

modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplian los

mecanisr¡os de tutela de dos a cuatro. a saber, habeas corpu"^, .,ñpañ, habeag ddla
y acción de cumplimienlo. En segundo lugar, se crea al Tribunai Constitucional
co]llo órgano de control dc la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calitica erróneamcnte como "órgano dc control de la Consti¡ucióD". No obstante, en

EXP. N.' 02010-2016-PAirc
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materia de p¡occsos conslitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
TribLtnal Constitucional cs instancia de revisión o 1'al10.

5. Cabe señalar que la Constitución Política dcl Peru. en su afticulo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en últ¡ma y
(lelinitit,d i sfanc¡d, las resolucíones denegaforia"^ dicladLrs en los pt'ocesos de

habeas corpu:, amparo, habeas doÍa y ac¡:ión .le cuñplifi¡efito". Esta disposición
conslitucional, desdc una posición de f'ranca tutela de los de¡echos lundamentales,
cxige quc cl l¡ibunal Constitucional escuche y evalúe ios alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en ur derecho fundamental. Una lectura divcrsa
contravend a mandatos csenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin suprcmo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observoncia del debido proceso y lutelq
jutisdícc¡onal- Ninguna persona puede ser desviada de ld ¡urisd¡cción
predeterminada por la ley, ni somet¡da e procedimiento distinto de los preNiamenle
eslableci¿krs, ni juzgada por órganos.iLtrisdiccíondles de excepción ni p,'t
conisiones especit¡les creadas al electo cualquiera r^ea )'u denominación".
consagmda cn el artículo 139, inciso L

6. Como se advierte, a diferencia de 1o que acontece en otros países, en los cuales el

acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiordri
(Suprema Cofte dc los Estados Uddos), en el Perú el Poder Constiluyente optó por
un órgano supremo de intcerotación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llam¿dos procesos de Ia libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su dcrccho e¡ scde dei Poder Judicial. En olÉs palabras, si lo que
eslá en discusión es Ia supuesta amenaza o lesión dc un de¡echo fundamental. se

debe ablir la via correspondienle pa¡a que el Tribunal Constitucional pueda
proDul'lcia¡se. Pero la apefiura de esta vía solo se produce si se pcrmite al
peticionanle colaborar con los.iucces constitucionales mediante un pormeno zado
urralisis de lo qLre .e pretend<. Je l.r que .r inr oca.

Lo constitucional cs escucha¡ a la pa¡1e como concretización de su derccho
irrenunciable a la defensa; además, un'l'ribunal Constitucional constituye el mas
electivo medio de defensa de los dercchos fündamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitraricdad.

w- lllllrlllllllllllll ll lll
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¡lr- DERECHo ,\ sER oÍDo coNro yANIIESt AC|óN DE L,\ DENlocRATrzacróN rlE Los
l'RocEsos Co\srtTtrctoN^LES DE I,\ t-tBuR I At)

1

8. La administración de justicia constitucional de la libcftad que b¡iDda el T¡ibunal
Conslilucional, desde su creación, es rcspctuosa, como corresponde, del dc¡ccho de

na
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del'ensa inhcrcnte a toda pe¡sona, cuya manifestación primaria es el derccho a ser

oido con lodas las debidas garantías al interior de cualquicr proceso en el cual se

Jetcnnirr(n 5Lrs dcrcchos. in¡ereses r obliga.iones.

9. Precisamente. mi alejamicrlto rcspccto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

clictiva cuando eljusticiable y sus abogados puedcn exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pefiil1entes, concretándose el principio de inmediación quc

debe regir en todo proceso constitucional.

10- Sobre la interveición de las parles, corrcspondc scñalar que, en tanlo que la
potestad de adDinistrar justicia constituye una manil¡st¿ción dei poder que e1

llstado ostcnta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con est¡iclo respeto de los derechos inherentes a todo se¡ humaDo, lo que

incluyc el derecho a ser oído con las debidas garantias.

ll. Cabc añadir que la pañicipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
clue se concede e¡ la audiencia de vista, también constituye un elcmcnto quc
dcmocratiza cl proceso. Dc lo contrario, se decidi¡ía sobre la esléra de interés de
una persona sin permitirle aiegar lo correspondiente a su lavor, lo que resulta a

excluyente y antidemocrático. Además, cl lribunal Constitucional tiene el deber
ineludiblc de optimizar, cn cada caso concreto, las razones. los motivos y los
argumentos que juslilican slrs decisio¡es, porque el Tribunal Conslilucional se

legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullcicnte las razoncs de dcrecho y dc hecho relevantes en cada
caso que resuehe.

12. I.ln cse scntido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defens¿ "oblígd al Esl¿rdo o tratdr al indivíduo en lodo momento como
un verdctdero sujeto del proceso, en el tuás amplio senti¿o de este concepto, y no
!;iñpletie te como objeto del mismo"t , y que "pdru que exisla debido proceso legal
es preciso que un jsf¡ciable pueda hacer valer .¡us dcrechos y defenderSus
¡nÍerese.t en .lorma efecfiya y en condícbnes de igualdad procesal con ofrc.t
¡utt¡ciables'e-

I Corte IDII. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
párrafo 29.

' Co¡tc lllll- Caso llilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. lrinidad y Tobago,
senlencia del 2l dejunio de 2002. pána1b 146.

EXP. N." 02010-2016-PAITC
T,AMBAYEQUE
DANMAR DEL SOCORRO ORTIZ
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N^TUR,\LEZ^ PRocES,\L DEL RECLRso Do AGnAVto CoNsrrrticro\aL

13. El modelo de "instancia de fállo" plasmado en la Conslitución no puede ser
desvirluado por cl Tribunal Constitucional si no es con grave violaciór de sus

disposiciones. Dicho T bunal es su inlérprete supremo, pero Do su rcformador, toda
vez que como órga¡o constitüido tanbién cstá sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constilucional de la liberlad la denominada
"scntcncia intcrloclrtoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde sü
r,erdadera esencia juridica, ya que el T¡ibunal Constitucional no tiene competencia
para "rcvisar" ni mucho menos "recaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los ¡rlículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
l bünal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una compelencia de la
Sala Supcrior del Poder Judicial- Al lribunal lo que le coresponde es conocer del
R^C y pronunciarse sobre el ibndo. Por ende, no le ha sido dada la competencia dc
rechazar dicho recu¡so, sillo po¡ el contra o de "co¡1ocer" ]o que la pafte alega
corno un agrar io quc lc causa indeJinsion.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos pa¡a su
aplicación tó¡mulas imprecisas y amplias cuyo contenido, cn el mejor de los casos,
requiere ser aclarado. justilicado y concretado en supuestos especificos. a saber,
idcntiticar cn quó casos se aplicaría. No hacerlo, no defini¡lo, ni iustificarlo,
convierle el empleo de la precitada sentencia en a¡bitrario, toda vez que se podría
alictar, cntre otros, cl derecho ñuldame¡tal de delensa, en su manifcstación de ser
oído con las debidas garartías, pues ello daria lugar a decisiones subjeti,"as y
carentcs de prcdictibilidad, afectando notablemerte a los justiciablcs, qurcn('s
tenclrian clue adivinar qué rcsolverá el 'lribunai Constitucional antes de presentar su
respectiva deI1landa.

17. Por lo dcmás, rrrtot¡.t otútundis, el ptecedente vinculantc contcnido en 1a Se[tencia
00987-2014-PA/ l C repiie lo scñalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafinnación de la naturalcza
procesal de los procesos constilucionales de la ljbe¡tad (supletoriedad, via preria,
vias paraleias. litispendercia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin cmbargo. el hccho de que los procesos constitucionalcs de la libertad sean de
un¿ natu¡dleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye tllr
motjvo para que se pueda desvirtu¿u la esencia principal del recr¡rso de agralio
constilucional.

DXP, N." O2(] IO.2OI6.PA/TC
LAMBAYEQUE
DANMAR DEL SOCORRO ORTIZ
CARRASCO

ft'[4



"w-
TRIB U NAL CONSfIfUCIONAL

19. Por tanto. si se tiene el1 cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y rcparar los derechos iu¡damentales dc los
agraviados, voto a lávor de que en el prcsc¡tc caso sc convoquc a audiencia para la
vista. lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
dcfinitiva. sca la adccuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
cspccialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciablc
solo le queda el canino de la jr-rrisdicción internacional de protección de derechos
humanos-

20- Como afirmó Raúl Ire¡rero Rebagliati, "la de1¿nsa dcl derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la ConstitrLció¡, pues si toda gamntia constitucional
cntraña el acceso a Ia prestación jurisdiccional, cada cual ai defcndcr su derecho
cstá dcfendiendo el de los demás y cl do la co¡1ul'tidad que resulta oprirnida o
envilccida sil1 la prolección jüdicial auténtica".

I.'tiRRERO COSTA
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